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Introducción


			La Administración pública contemporánea se encuentra en una encrucijada en la que se va a jugar, durante los próximos años, su supervivencia como la institución central que defiende el interés general y el bien común. Las administraciones públicas son endebles en la relación con su entorno frente al poder de las grandes empresas transnacionales alumbradas al calor de la revolución 2.0 y que serán todavía mucho más influyentes con el nuevo paradigma 4.0 (inteligencia artificial y robótica). Las administraciones públicas también son enclenques por las disfunciones de carácter interno: burocratización enfermiza y carencia de una identidad conceptual clara al constar de una triple personalidad muy conflictiva (burocrática, gerencial y de gobernanza). A estos dos elementos hay que añadir un tercero que agrava la situación del sector público: las capturas internas por parte de diversos actores. Son cuatro las capturas que hay que superar. La primera es la captura política que, aparte de una apropiación clientelar de ciertos espacios profesionales (destaca lo que debería ser la dirección pública profesional), tiene como principal consecuencia la inhibición de cargos y partidos en cambiar las reglas del juego de la Administración. Políticamente no interesa la renovación de las organizaciones públicas, ya que no aporta réditos electorales, implica mucho esfuerzo y es una fuente inagotable de conflictos internos que atemorizan a los responsables gubernamentales. La respuesta es valentía, lealtad y generosidad política con las instituciones: es irresponsable despreocuparse por el deterioro de la Administración como institución y como organización. La segunda captura reside en los sindicatos. Estas organizaciones, en muchos ámbitos del sector público, han perdido totalmente el sentido de la realidad. Luchan de manera gallinácea por privilegios más que por los derechos legítimos de los empleados públicos hasta hacer totalmente insostenible la Administración a nivel económico y paralizarla por un encorsetamiento burocrático de reglas absurdas con las que los sindicatos se sienten muy cómodos. Los sindicatos no tienen que esforzarse mucho para imponer su miopía institucional, ya que en la Administración no hay patronal sino una dirigencia política que se acobarda con gran facilidad con amenazas de huelgas y crispación laboral. La tercera captura radica en las lógicas corporativas de los empleados públicos. Es natural que los colectivos profesionales se resistan a los cambios y que no quieran abandonar su zona de confort ni sus espacios tradicionales de influencia. La gran mayoría de los empleados públicos son, a nivel individual, magníficos profesionales y con valores públicos, pero a nivel colectivo se transforman en actores egoístas de una resistencia numantina a cualquier tipo de reforma del sistema público. Finalmente, la cuarta captura la representa la judicatura. Cuando una Administración intenta, por ejemplo, modernizar su modelo de gestión de recursos humanos y logra el milagro de que converjan en este empeño los políticos en el Gobierno, los sindicatos y los empleados públicos, basta que un solo empleado público presente un recurso a los tribunales de justicia para que todos estos esfuerzos hayan sido baldíos. Los jueces, empleados públicos tradicionalmente muy conservadores y corporativos, tumban cualquier intento de reforma de la función pública. Es una paradoja, ya que no son neutrales debido a que son juez y parte interesada. Ven como amenaza a su situación (como empleados públicos que son) cualquier intento de modernización de la gestión de personal y la frenan. Políticos, sindicatos, colectivos de empleados públicos y jueces deberían ir un rato al rincón de pensar, ya que si no “entre todos la matamos y ella sola se murió”. Está en juego el futuro de los servicios públicos y la supervivencia del Estado del bienestar.


			La década 2020-2030 va a ser crucial, puesto que todos los países del mundo se enfrentarán a unos retos extraordinarios que van a requerir instituciones públicas renovadas, innovadoras, eficaces, más abiertas y radicalmente democráticas. Hay, al menos, seis grandes vectores de transformación y cambio:


			

					Las instituciones públicas tendrán que afrontar la crisis sobrevenida de la COVID-19 y desplegar una agenda especial para afrontar las nuevas vulnerabilidades económicas, laborales y sociales.


					La implantación de los Objetivos de Desarrollo Sosteni­­ble (ODS), tan ambiciosos como ineludibles. Si deseamos que los ODS resulten realmente relevantes para los Gobiernos de nuestro sistema administrativo, deberían vincularse a los objetivos centrales de sus políticas y programas presupuestarios que, al final, son los que conducen y determinan la acción y la responsabilidad de los Gobiernos. Para ello, es inevitable reinventar los diseños institucionales para lograr unos organismos públicos con una elevada capacidad innovadora.


					
El envejecimiento de la población en España va a tener un enorme impacto económico. Las previsiones son que durante los próximos veinticinco años este envejecimiento generará unos sobrecostes económicos equivalentes al 12% del PIB solo en incrementos en gastos sanitarios y sociales (dejando a un lado el problema de las pensiones públicas). Este sobrecoste económico va a resultar inasumible tanto para la Administración pública como para las familias. Con este panorama solo hay una salida: incrementar la productividad en los servicios sociales y sanitarios de la mano de las tecnologías emergentes y, también, de una renovación radical de los modelos de gestión.



					
Se puede anticipar un cambio radical en los modelos y metodologías de gestión vinculados a la Administración digital, al manejo de grandes fuentes de datos y a la introducción en la gestión pública de la inteligencia artificial y de la automatización de procesos mediante la robotización.



					El actual envejecimiento de las plantillas de empleados públicos ubica en un punto central de la agenda institucional el proceso de renovación intergeneracional y de atracción de un nuevo talento en las administraciones públicas. El problema de la inevitable pérdida de un conocimiento institucional y aparentemente intuitivo de las reglas formales e informales de las organizaciones públicas puede ser sobradamente compensado por la oportunidad de rejuvenecer las plantillas con nuevos profesionales bien formados y totalmente digitalizados. Este nuevo talento es el que está llamado a implantar los cambios organizativos y de gestión necesarios por el impacto del cambio de paradigma tecnológico.


					El impacto de la globalización está alterando el modelo de organización territorial de las administraciones públicas con una lógica “glocal” (más global y más local). En este nuevo modelo territorial, los Estados-nación y las regiones ceden espacios de influencia a favor de instituciones macrorregionales (Unión Europea) y de las grandes e intermedias áreas metropolitanas. En paralelo, los medianos y pequeños municipios se empoderan al representar unos buenos anclajes institucionales para desplegar las lógicas de participación ciudadana e, incluso, de cogestión de servicios. El motor de competitividad global por el crecimiento económico, por el conocimiento y el bienestar de los distintos países lo representan sus grandes áreas metropolitanas, a las que hay que otorgarles mecanismos institucionales para que pueden competir a nivel mundial. España es un país policéntrico que posee dos grandes áreas metropolitanas (Madrid y Barcelona).


			


			Si durante la próxima década se atienden con solvencia estos seis grandes retos podremos gozar de instituciones públicas modernas, sólidas y solventes totalmente adaptadas a las contingencias y turbulencias que van a marcar el siglo XXI. Vamos a lograr implantar una Administración pública transformadora: que ha sido capaz de mejorar internamente para poder poseer la fuerza necesaria para transformar en positivo la sociedad. La función de la Administración no se limita a prestar servicios, sino que su objetivo final es contribuir de manera decisiva a una transformación social que aporte mayores estándares de confort a la ciudadanía. Para que ello sea posible resulta imprescindible cambiar las tradicionales dinámicas de modernización e innovación y cambio en las administraciones públicas. En el caso de no producirse esta transformación ineludible, la Administración pública entrará en decadencia y terminará convertida en una institución residual, ausente e impotente (Acemoglu y Robinson, 2019).


			Este libro es una compilación de ensayos que he alumbrado en mi labor de estudio de la Administración pública durante los últimos años. Una agrupación de 52 textos de carácter divulgativo sobre los retos y problemas que acucian, afectan y preocupan a nuestras administraciones públicas. Se trata de 50 artículos concisos que he ido publicando en el blog de la plataforma especializada esPublico1 durante los últimos tres años (de mediados de 2020 a mediados de 2022) y dos artículos adicionales publicados en “La Tribuna” del diario El País2. esPublico es el blog con más prestigio en España sobre temas de gestión y derecho público destinado a directivos y gestores públicos. Se trata, por tanto, de textos actuales que analizan fenómenos, retos y estrategias de renovación de las administraciones públicas del presente. Los artículos están organizados en ocho capítulos que marcan la agenda actual de los déficits, problemas y desafíos de nuestras instituciones públicas.


			El primer capítulo trata de las grandes estrategias de cambio (reformas) que han intentado impulsar las administraciones públicas en España. Se trata de una historia triste y desmotivadora, ya que un entramado administrativo complejo compuesto por una multitud de administraciones públicas de grandes dimensiones (Administración General del Estado, 17 administraciones autonómicas, seis municipios con más de medio millón de habitantes y las diputaciones de las provincias con mayor población) han sido incapaces de implantar durante más de cuarenta años de democracia en España una auténtica reforma administrativa.


			El segundo y el tercer capítulo conforman los dos temas clásicos de estudio de los problemas y retos de la Administración pública, su modelo de organización y el sistema de ordenación de la función pública: las reglas del juego organizativas y la manera de prescribir e incentivar a los empleados públicos. Se trata de una mirada reflexiva, un análisis interno a los problemas que acucian a la Administración pública. Hace solo un par de décadas, un texto como este se limitaría a analizar estos dos ámbitos acompañado del capítulo anterior vinculado a las estrategias de cambio y reforma. Pero actualmente las exigencias sobre la Administración pública son mucho más complejas y ya no es suficiente con atender a estos dos ítems clásicos: hay que comprender y diseñar en paralelo estrategias para los temas objeto de análisis.


			El cuarto capítulo hace referencia al modelo de gobernanza o al modelo relacional y, por tanto, a las imprescindibles lógicas de colaboración entre las administraciones públicas y el sector privado (con y sin ánimo de lucro). No hay ninguna duda de que las administraciones públicas poseen competencias oceánicas y que es totalmente imposible atenderlas con sus propias capacidades institucionales; requieren, por tanto, de la participación y concurrencia del mercado económico y social. Pero estas lógicas de colaboración público-privadas poseen su complejidad y, sin un buen diseño institucional (básicamente la relación entre los agentes y el principal) y unos valores compartidos, no operan con fluidez y no alcanzan la eficacia y eficiencia que les atribuye la teoría.


			El capítulo quinto va a generar en el lector una cierta sorpresa, ya que los especialistas en la materia no suelen ponderar este ítem y, si lo hacen, es para debatir la enésima propuesta sobre la mejora de nuestro sistema de descentralización de carácter autonómico. Es obvio que nuestro sistema de descentralización es materialmente federal y que exige su refinamiento mediante ingredientes, ahora ausentes, propios de un modelo federal. Pero las reflexiones que se presentan en este apartado no insisten en este cansino debate, sino que tienen como objeto analizar el impacto de la globalización en la organización territorial de las administraciones del país. Se trata de un contexto en el que los Estados-nación pierden fuerza, e incluso también las comunidades autónomas, a favor de los Gobiernos multinacionales (Unión Europea o, en el futuro, un utópico Gobierno mundial) y de las grandes áreas metropolitanas como los motores del presente y del futuro de los países para competir a nivel económico, por el conocimiento y por el bienestar.


			Los capítulos sexto, séptimo y octavo tienen como foco las nuevas exigencias contemporáneas que acucian a las administraciones públicas. Se ha ido generando el relato erróneo acerca de que el presente y futuro de la renovación de la Administración pública debe canalizarse exclusivamente mediante la introducción de la tecnología a través de la implantación de la denominada Administración digital (antes nuevas tecnologías de la información, gobierno y administración electrónica) y, más recientemente, de la incorporación de la inteligencia artificial. Pero no es cierto que la transformación de la Administración dependa en exclusiva de su maridaje con la tecnología. Antes de ello, si no queremos caer en el error recurrente de ubicar el carro delante de los caballos, debemos renovar conceptualmente la Administración pública mediante la apuesta por una Administración inteligente que posea capacidades de análisis de prospectiva y de gestión del conocimiento por la vía de fomentar la inteligencia colectiva, ya que solo con estos ingredientes podrán las administraciones públicas gestionar la complejidad, tal y como se explica en el sexto capítulo. El capítulo séptimo atiende aparentemente a la dimensión estrictamente tecnológica. Digo supuestamente de manera deliberada, ya que el reto de la Administración digital y de la incorporación de la inteligencia artificial en el ámbito público es más un desafío conceptual, ético y de gestión de la información que una exigencia únicamente tecnológica. Finalmente, el capítulo octavo hace referencia al ítem que está ahora de moda en la Administración pública hasta haberse convertido en un mantra: la innovación. Desde mi punto de vista, buena parte de la literatura y de las prácticas de innovación que impulsan las diversas administraciones del país vienen a representar un relato perverso: lograr unas administraciones públicas modernas sin atender a la necesidad de transformar el modelo organizativo, sin contemplar una nueva ordenación del empleo público, sin renovar la relación entre la Administración y el mercado, sin diseñar una nueva organización territorial y olvidando introducir nuevas lógicas de gestión del conocimiento. Se trata pues de una reforma aparente, ya que consiste en observar la exigencia de la renovación administrativa únicamente mediante la incorporación de novedades tecnológicas y de supuestas metodologías y prácticas innovadoras. Esta estrategia es el camino fácil pero estéril. Lamentablemente no hay atajos en la metamorfosis de las administraciones públicas.


			Por último, el necesario apartado de los agradecimientos. En primer lugar quiero reconocer el apoyo del rector de mi universidad, la Pompeu Fabra, y catedrático de Economía Oriol Amat, por animarme a publicar este libro. Mis agradecimientos también van a la editorial Los Libros de la Catarata por haber apostado por su publicación. Nunca es fácil para una editorial arriesgar en un libro sobre Administración pública al tratarse de una disciplina que representa un punto ciego en las librerías, ya que no posee una ubicación clara en las estanterías o en las clasificaciones bibliográficas que facilitan las búsquedas (oscila entre el derecho administrativo, la gestión empresarial o la ciencia política). Mi reconocimiento personal a una de las editoras, Carmen Pérez, por su profesionalidad, paciencia y empatía. También mi más sincero agradecimiento a los editores del blog esPublico por su apoyo y amabilidad, que me han permitido publicar, de momento, unos 160 artículos en su prestigiosa plataforma. A nivel personal mi gratitud a uno de sus editores, Lorenzo Pérez. De nuevo, publicar textos sobre gestión pública es una apuesta estratégica y arriesgada en una plataforma en la que predominan las aportaciones de carácter jurídico. Finalmente, quiero agradecer a todos los empleados públicos que se preocupan y ocupan en prestar servicios públicos de calidad y permeables a las mejoras su generosidad, curiosidad y anhelo por escapar de sus respectivas zonas de confort, que son la mayoría. Sin ellos las administraciones públicas del país estarían perdidas, y los ciudadanos, con los más vulnerables a la cabeza, vivirían irremediablemente solos ante las incertidumbres económicas, sociales y laborales del presente, y las que nos va a deparar irremediablemente el futuro.









			




Capítulo 1


			
La gran reforma administrativa que nunca llega


			Antes de mirar el parabrisas para decidir el camino a recorrer en el futuro inmediato debemos observar el retrovisor para evaluar el camino trazado hasta el momento. El balance de las más de cuatro décadas en España de gestión pública democrática es desigual. En la dimensión instrumental hay que destacar la elevada calidad de buena parte de los servicios y de las políticas públicas. Pero en la dimensión conceptual hay que ponderar la incapacidad manifiesta para acometer una auténtica reforma administrativa que vaya más allá de ajustes y mejoras parciales de carácter incremental. La gestión pública española se ha alimentado para bien y para mal de la cultura política de los distintos partidos con responsabilidades en los diferentes Gobiernos. Positiva ha sido la ambición política de construir un Estado del bienestar basado en un modelo descentralizado con una amplia cartera de servicios gestionada con bastante eficacia y eficiencia. Negativa ha sido la total falta de visión política sobre la necesidad de modernizar las arquitecturas organizativas y el modelo de gestión de recursos humanos. Esta abulia política por la reforma de la gestión pública ha facilitado la supervivencia de un modelo institucional y organizativo obsoleto y capturado por agentes conservadores como los sindicatos, los empleados públicos con lógicas corporativas y la interpretación restrictiva del compendio normativo de carácter administrativo por parte de la judicatura.


			El resultado es un desequilibro entre unas marginales fuerzas progresistas deseosas de impulsar una auténtica renovación de la gestión pública española y unas fuerzas reaccionarias con absoluta aversión al cambio que las atenazan. Muy escasos han sido los destellos de reforma administrativa: en la Administración General del Estado (AGE) solo destacan la ambiciosa, pero non nata, modernización planteada por el ministro Joaquín Almunia en 1988 y las novedades legislativas introducidas por el ministro Jordi Sevilla en 2006 y 2007 (Estatuto del Empleado Público y Ley de Agencias del Estado). En el mesogobierno de las comunidades autónomas, el desierto de auténticas reformas es casi absoluto salvo el amago del Gobierno Vasco con el proyecto CORAME de 1994. En cambio, el gobierno local en su amplio ecosistema ha mostrado mayor capacidad para renovar sus modelos de gestión con iniciativas más aisladas que sistémicas (Barcelona, Málaga, San Sebastián, Vitoria, Alcobendas, Gavà, Mollet, etc.). Es obvio que ha habido más iniciativas de reformas administrativas que, en realidad, no han sido más que imposturas políticas para intentar justificar que se atendía a esta demanda, pero sin convicción para darle una mínima respuesta efectiva.


			¿Cuáles son los déficits más destacables de reforma de la gestión pública durante estas cuatro décadas? La carencia más destacada por los especialistas es la ausencia de una regulación de la dirección pública profesional. Esta omisión no es un tema menor, ya que la mayor parte de las iniciativas de mejora organizativa y de gestión de recursos humanos pivotan sobre esta institución todavía ausente en nuestro panorama administrativo. Otro gran déficit ha sido la falta de una auténtica modernización del modelo de gestión de los empleados públicos. El Estatuto Básico del Empleado (EBEP) representó un intento serio de reforma, pero no tuvo ningún efecto realmente modernizador. Esta ley de 2007 supuso un intento de renovación de nuestro modelo de función pública vehiculada por tres instrumentos bastante potentes: la instauración de la dirección público-profesional, la implantación de la carrera profesional horizontal y la evaluación del desempeño. Quince años después, ninguna administración pública del país ha implementado de manera seria, más allá de algún burdo intento de maquillaje, estas tres novedades. Durante este lapsus de tiempo se han incorporado novedades en la agenda de la Administración pública (envejecimiento de la plantilla y renovación intergeneracional, una Administración digital que avanza sin darse cuenta hacia la inteligencia artificial y la robótica) que hacen que el actual modelo de gestión de personal no se limite a reclamar meras reformas sino una auténtica revolución. Las reglas del juego en la gestión de los recursos humanos, los mecanismos de incentivos y desincentivos juegan un papel fundamental para el desempeño de las administraciones públicas. Y para que estas nuevas reglas del juego en la gestión de los recursos humanos estén en sintonía con el objetivo de recuperar el protagonismo de la Administración pública son imprescindibles no solo nuevas técnicas de gestión, sino también introducir un discurso disruptivo que permita sublevarse a un marco conceptual claramente anticuado que ha logrado tan elevado grado de mineralización que se contempla como una red de axiomas intocables y totalmente inalterables. Hay que dinamitar los viejos conceptos y los axiomas cristalizados o será imposible generar un nuevo modelo organizativo e implantar nuevas técnicas de gestión de recursos humanos. Por ello es necesario realizar un diagnóstico preciso sobre los principales problemas actuales vinculados al modelo organizativo y a la gestión de los recursos humanos. Estos problemas son los siguientes: 1) el reverdecimiento del modelo clientelar en las administraciones subestatales, 2) la intromisión en exceso de la política en el ámbito de la gestión de personal, 3) el déficit de una auténtica po­­lítica de personal, 4) la burocracia como encubridora o pretexto a las lógicas de carácter corporativo, 5) las capturas sindicales, 6) una cultura administrativa excesivamente acomodada y la gra­­ve falta de motivación de muchos empleados públicos, y 7) unas unidades de recursos humanos conservadoras y capturadas por los problemas anteriores (Ramió y Salvador, 2018).


			Hay otros déficits vinculados a la decadencia del modelo organizativo de las administraciones públicas: un modelo de estructura fragmentado en una insularidad feudal que solo logra la integración mediante unos servicios comunes (tecnoestructura) sobredimensionados y burocratizadores. Una ausencia de modelos e instrumentos organizativos solventes para hacer frente a las distintas actividades que debe atender la Administración: planificación (déficit de unidades de inteligencia con visión de prospectiva), decisión (invasión mutua y caótica de roles entre la política y la tecnoburocracia), implementación (ausencia de una organización instrumental con el suficiente empoderamiento gerencial y capacidad flexible para la ejecución —recordemos el fracaso de la Ley de Agencias Ejecutivas de la AGE de 2006—), incapacidad de un control efectivo más allá del mero control económico formal (la Administración nuclear tiene una manifiesta incapacidad para controlar sus respectivos holdings organizativos) y, finalmente, una inexistente evaluación más allá de la labor meritoria pero meramente simbólica de impotentes organismos como la Agencia de Evaluación y Calidad (AEVAL) (AGE) o Ivàlua (Cataluña).


			Por último, otro déficit importante de nuestra arquitectura institucional es la transparencia, la rendición de cuentas y la permeabilización de las administraciones públicas a las iniciativas ciudadanas y de la sociedad civil. Mucho se ha escrito sobre el gobierno abierto y sobre las diversas fórmulas de participación ciudadana, pero poco se ha implementado a nivel efectivo. La Ley de Transparencia de 2013 ha generado una transformación más simbólica que real. Se podría denominar como una “transparencia traslúcida”. Portales ad hoc de transparencia que representan una paradoja, ya que una Administración realmente transparente ¿para qué necesita un apartado específico o web de transparencia? Y hay dos omisiones muy significativas para los ciudadanos: primero, estos no logran saber cómo, de qué manera y bajo qué influencias se toman las decisiones reales. Segundo, no pueden conocer cuál es el coste real de cada política o servicio público, ya que los presupuestos y su estado de ejecución son públicos, pero se trata de artefactos de contabilidad interna que no están vinculados a los costes económicos reales de políticas y servicios públicos directos (entre otros déficits, no hay manera de imputarles los costes indirectos que, en cambio, sí están presentes en la contabilidad analítica pero que no suele ser nunca pública). Por su parte, la participación ciudadana ha quedado, en muchas ocasiones, encapsulada en lógicas neoburocráticas poco fluidas y efectivas. La participación ciudadana debe avanzar hacia la codecisión y la cogestión de servicios y políticas públicas.


			
Imposturas públicas: 
eufemismos, sísifos y penélopes


			Vamos a proponer el típico juego de vincular un concepto a otros conceptos, palabras, metáforas o mitos. ¿Qué os viene a la cabeza cuando en una conversación surge la Administración pública? A mí, las palabras que aparecen en el encabezado de este artículo: eufemismo, impostura, Sísifo y Penélope. Por encima de todas, siempre impostura. Tanto es así que estoy por proponer que nunca más digamos “administraciones públicas” y optemos por la etiqueta mucho más clarificadora y realista de “imposturas públicas”.


			La utilización de eufemismos a la hora de analizar los problemas de las administraciones públicas ha adquirido, tanto en medios profesionales como académicos, la dimensión de pandemia. Quizás por una tendencia al “buenismo”, al tratar sobre unas instituciones beneméritas que son de todos y para todos, se impone de manera refleja e irreflexiva la utilización de unos registros políticamente correctos. Y damos vueltas y vueltas, mareando la perdiz, sobre problemas y situaciones tangenciales y poco significativas para orillar los auténticos problemas de fondo. Cuesta una barbaridad en nuestra cultura política, administrativa y académica focalizar el auténtico problema. Identificar y parametrizar claramente la enfermedad o la herida. Pero para mejorar nuestras administraciones públicas el camino nunca es la diplomacia, el “buenismo” o la cobardía. Hay que decir las cosas por su nombre: mala cultura política, líderes políticos y administrativos mediocres, corrupción, clientelismo, capturas sindicales y corporativas, cultura del mínimo esfuerzo, obsolescencia obscena de los sistemas de gestión de recursos humanos, etc. Sin abusar, sin generalizar y enfocando claramente las heridas en los ámbitos públicos que realmente están enfermos. ¿Por qué tenemos tan asentada la cultura del eufemismo en las instituciones públicas? Pues porque no utilizarla sale caro: ceses, promociones frustradas, vetos, persecución, etc. Como yo tengo tendencia a meterme en todos los charcos (tanto los que me llaman como a los que no), soy perfectamente consciente de estas consecuencias. Forma parte de mi rutina profesional que algunas instituciones y medios de comunicación me veten o me echen. Que un potencial nombramiento para un cargo o para formar parte de una comisión de expertos se trunque por el barro que acumulo en los zapatos.


			Pero, como digo, el término que va como anillo al dedo a la Administración pública es la impostura. La mayoría de iniciativas de reforma, de mejora o de innovación de nuestras organizaciones públicas suelen ser enormes imposturas. Moverlo todo, cuestionarlo todo para no cambiar absolutamente nada de lo que es realmente relevante. Las administraciones públicas suelen ser lampedusianas. Además, eufemismo e impostura están emparentados. Si se hace un diagnóstico basado en los eufemismos, el plan de acción, de reforma o de mejora tiene que ser inevitablemente una impostura. No queda otra. Imposturas como, por ejemplo, los cansinos anuncios de los partidos políticos que van a impulsar una regulación de la dirección pública profesional. Ante la presión que ejercemos han llegado al colmo de la impostura al retener en el cajón un proyecto de ley sobre este tema tan crítico y esperar a enviarlo al Parlamento justo antes de su disolución. Y en la siguiente legislatura el proyecto regresa al cajón, esperando que se acerque la próxima disolución parlamentaria para asomar el hocico.


			Afortunadamente hay una cantidad notable de empleados públicos (altos cargos y eventuales muchísimos menos) que sortean tanto los eufemismos como las imposturas e intentan impulsar auténticas mejoras para renovar nuestros sistemas públicos. Entonces es cuando aparece el mitológico Sísifo y su castigo. Estos servidores públicos abnegados, motivados y valientes cargan con la enorme piedra de la innovación y del cambio y la suben por las empinadas laderas administrativas. Cerca de la cumbre (donde andan agazapados los malos políticos, algunos nefastos sindicalistas, perversos colegas funcionarios e incluso jueces muy conservadores) muestran su poderío las fuerzas reaccionarias y empujan la piedra en sentido contrario para que vaya bajando y regrese a las catacumbas institucionales. Desgraciadamente, muy pocas reformas e innovaciones logran superar el castigo de Sísifo.


			Finalmente, una mala cultura política preñada de líderes mesiánicos y visionarios (chamanes, según Víctor Lapuente) genera el efecto Penélope. La soberbia política de pensar que uno está en posesión de la verdad institucional y que los demás andan irremediablemente equivocados impulsa una lógica gubernamental que teje políticas, leyes y servicios públicos durante una legislatura para que el siguiente en ocupar el cargo desteja con impaciencia todas las novedades para empezar de nuevo a tejer con suficiencia una nueva prenda administrativa que considera como única pertinente frente a todas las anteriores, meras ocurrencias de descerebrados institucionales. Muchos líderes políticos se confunden: ganar las elecciones es la puerta para gobernar el presente y el futuro, pero no es una patente de corso para destruir todo lo construido por sus antecesores. Las instituciones, sus políticas y servicios públicos mejoran de manera incremental, optimizando y cambiando lo edificado previamente. La lógica de construcción desde cero después de derruir todo lo anterior deja yermos solares administrativos siempre en fase de diseño y construcción de cimientos sin llegar nunca a alcanzar resultados buenos, regulares o malos para los ciudadanos. Un alto cargo jamás tendría que cesar por inercia a los equipos de profesionales que se encuentra y cancelar todas las políticas previas. Debería tratar con respeto a la obra realizada y a los propios albañiles y, después del diagnóstico sobre lo que se ha encontrado y conjugarlo con su nuevo proyecto político, empezar a construir sobre y no contra lo que han realizado sus antecesores. Manteniendo y maximizando lo positivo, minimizando o erradicando lo negativo y, sobre esta base, incorporar su propia agenda de novedades, todo ello con el estilo arquitectónico (ideología) con el que ha logrado la confianza de los electores.


			Nuestras administraciones públicas están a las puertas de un inevitable gran cambio debido al relevo intergeneracional, a la pronta incorporación de las tecnologías 4.0 y a la crisis poscoronavirus. Para poder afrontar este cambio con solvencia es imprescindible erradicar los eufemismos, las imposturas, los sísifos y las penélopes. Si no lo logramos vamos a vivir igualmente el cambio: un cambio hacia la decadencia y la irrelevancia de las administraciones públicas.


			
Orden en las estrategias de cambio 
en las administraciones públicas


			La gestión pública moderna es cada vez más compleja. Las novedades en materia de organización y prestación de servicios son tan amplias y profundas que se hacen totalmente inasumibles. Las nuevas exigencias impuestas o autoimpuestas son abrumadoras: administración digital, introducción de la inteligencia artificial, el denominado hexágono de la innovación con sus más de cien potenciales estrategias, la gestión por proyectos, las agencias ejecutivas, los partenariados público-privados, la gestión del conocimiento vía inteligencia colectiva, la reforma de la función pública con su enorme panoplia de novedades (competencias, ámbitos funcionales, carrera horizontal, evaluación del desempeño), transparencia, rendición de cuentas, evaluación de políticas públicas, sistemas integrados de ética pública, etc. Y por si todo esto no fuera poco, parió la abuela con el metaverso y la utilización de los denominados nudges (ciencias conductuales aplicadas a las dinámicas administrativas y al derecho administrativo).


			El caos es absoluto debido a la necesidad que tienen algunas administraciones públicas por ser o aparentar ser modernas. De este modo, podemos encontrar administraciones públicas que implantan algoritmos pero no son en absoluto transparentes. Otras a las que les da por experimentar con el metaverso y los nudges pero tienen la organización interna y la prestación de servicios hecha unos zorros.


			Por tanto, de vez en cuando hay que hacer un ejercicio de puesta en orden en las estrategias de cambio que deben diseñar e implantar nuestras administraciones durante los próximos años en los que deberemos atender retos tan enormes, entre otros, como la gestión de la pospandemia, el relevo intergeneracional o el envejecimiento de la población.


			Desde mi perspectiva, los cambios que hay que implantar en la gestión pública del presente y del futuro atienden a cuatro grandes vectores: a) mejora de la calidad institucional, b) me­­jora de las capacidades organizativas, c) apuesta por la inteligencia institucional y d) innovación entendida en un sentido amplio.


			El primer vector, la mejora de la calidad institucional, suele ser el más desatendido, cuando resulta totalmente esencial para lograr mayor legitimidad social y empatía con la ciudadanía y, también, para poder avanzar adecuadamente con el resto de vectores de cambio y de reforma. Incrementar la calidad o el refinamiento institucional es la gran asignatura pendiente de las administraciones españolas en comparación con las ad­­ministraciones más avanzadas de nuestro entorno: transparencia que incluye la rendición de cuentas, evaluación de políticas públicas, participación activa de los ciudadanos y de la sociedad civil organizada (todo junto y agregado implica el ca­­careado gobierno abierto) e implantación de manera integral de la ética pública. Todo ello sin olvidar la necesidad de ordenar la relación entra la política y la administración, siendo ineludible implantar de una vez por todas la aclamada y siempre llorada dirección pública profesional. La dirección pública profesional no es un instrumento vinculado a la función pública, sino una estrategia asociada a fortalecer la calidad institucional y a potenciar las capacidades organizativas.


			El segundo vector hace referencia a la reforma de las capacidades organizativas, y ello se vehicula mediante dos estrategias. La primera sería la reforma integral de nuestro anticuado y barroco sistema de función pública. Nuestro modelo de función pública es el cuello de botella para poder diseñar una administración moderna, contingente, inteligente e innovadora. La segunda estrategia se refiere a transformar nuestro modelo organizativo para que sea más flexible (orientado a la gestión de proyectos configurando lo que denomino un esqueleto elástico), más transversal y con menor dependencia de los motores transversales que generan mayor burocratización interna (gestión de personal y gestión económica). En este marco habría que apostar por una organización instrumental más ágil (agencias ejecutivas o algo parecido), unos procesos administrativos más simples y lineales y una contratación administrativa con garantías pero mucho más ágil y menos burocrática.


			El tercer gran vector de cambio consiste en la introducción de la inteligencia institucional, que va mucho más allá de apostar por la inteligencia artificial. Para lograr inteligencia institucional antes hay que acreditar avances en los dos vectores anteriores (mejorar la calidad institucional y reformar las capacidades organizativas), ya que de lo contrario vamos a construir literalmente sobre el barro. Pero apostar por la inteligencia institucional, que agrupa visión de prospectiva y gestión del conocimiento vía inteligencia colectiva, reclama un trabajo arduo a la hora de mejorar nuestro sistema de gestión de la información (gestión sistemática y de calidad de la información interna y externa desde el small data hasta el big data) mediante profesionales especializados y a través de las capacidades institucionales en la gobernanza de datos (oficinas del dato). Obvio que después o en paralelo a estos esfuerzos hay que incorporar la inteligencia artificial mediante algoritmos y sistemas de entrenamiento de estos algoritmos (que es lo realmente difícil, ya que para ello hay que poseer información estructurada y de calidad totalmente digitalizada que va mucho más allá de los precarios excels).


			Y la Administración pública que tenga tiempo y ganas puede apostar por el cuarto vector, que agrupa un diverso y extenso catálogo de innovaciones hoy día tan en boga: desde las más de cien estrategias que contempla el hexágono de la innovación hasta el nudging o metaverso. Si hemos hecho bien los deberes con los tres vectores anteriores, muchas de las actuales estrategias de innovación ya estarán incorporadas de manera más solvente y sustantiva y, además, estaremos en condiciones de aplicar otras estrategias de innovación de manera fluida y no forzada como solemos hacerlo ahora.


			Es obvio que no todas las administraciones pueden abordar de golpe este extenso catálogo de transformaciones y cambios, pero lo que no es lógico es que no prioricemos los dos primeros vectores y, en cambio, nos concentremos en algunos ingredientes del tercero (gestión algorítmica) y el cuarto (algunas estrategias de innovación impactantes y glamurosas), ya que si no el avance es realmente precario, asimétrico y caótico.


			
Seis medidas urgentes de reforma 
de la Administración


			Nuestras administraciones públicas requieren una reforma profunda en todas sus dimensiones sin obviar los dos ingredientes más relevantes: el cambio del modelo organizativo y la transformación del modelo de gestión de recursos humanos. Pero el objeto de este apartado consiste en plantear reformas rápidas con elevado impacto positivo inmediato (o parcialmente inmediato) y que estén en sintonía con el modelo de Administración pública del futuro que habrá que ir definiendo con el tiempo. Sin prisa pero sin pausa.


			Las seis medidas urgentes que propongo son las siguientes:


			

					Planificación de urgencia en materia de recursos humanos ante el inminente proceso de relevo intergeneracional de los empleados públicos: elaborar un catálogo de puestos (realmente, de perfiles profesionales) a su­­primir (puestos de trabajo que una vez se jubile su titular no deberían convocarse por su obsolescencia) y nuevos perfiles profesionales a incorporar (gestores de datos, especialistas en inteligencia artificial y, en la gran mayoría de los casos, perfiles de titulados superiores lo más polivalentes posible y con elevadas competencias digitales y en gestión de la información).


					
Transformar de manera radical los sistemas de selección en un momento crucial de relevo intergeneracional en el que es necesario atraer el talento joven y digitalizado y que posea las competencias necesarias para diseñar una Administración del futuro (Administración inteligente mediante la gestión de la información y la inte­­ligencia artificial). Las pruebas selectivas deberían priorizar la selección por la vía de la inteligencia y de la personalidad de los candidatos (trabajo colaborativo, liderazgo, etc.) mediante un test y una segunda parte de competencias o destrezas prácticas. El sistema de selección de los funcionarios de la Unión Europea puede ser un buen modelo a seguir, aunque hay muchos más modelos internacionales en el ámbito público de se­­lección que son innovadores y no estrictamente me­­morísticos (se podría incorporar en la prueba una parte memorística con un temario básico de carácter limi­­tado).
		Las medidas 1 y 2 son urgentes e imprescindibles para no hipotecar el futuro de la Administración pública española durante las próximas décadas. Hay que implantarlas antes de que se produzca el gran relevo generacional que, de hecho, ya se ha iniciado.





					Introducir de manera inmediata la figura del directivo público profesional y elaborar y aprobar la ley de dirección pública profesional tanto para la AGE como para las comunidades autónomas (que deberían habilitar también la incorporación de esta figura en la administración local). Creo que no es necesario comentar este punto, dado que es la gran asignatura pendiente de la Administración pública española y la necesidad de su impulso es un clamor entre los especialistas y los colectivos de empleados públicos con mayor conciencia transformadora. Se trataría de una medida de reforma de la Administración pública con un gran impacto tanto simbólico como real. El empoderamiento de los directivos públicos representa un ingrediente necesario e imprescindible para la introducción de la mayor parte de estrategias de reforma y de innovación.


					
Modernizar la Administración más ejecutiva por la vía de la administración instrumental, recuperar y renovar la Ley de Agencias Ejecutivas, y aprender de los errores de la derogada Ley 28/2006. Se pueden recuperar y actualizar los elementos de autonomía, profesionalización y flexibilidad de la Ley 28/2006 e introducir elementos para empoderar al principal (ministerios) en sus competencias de planificación, dirección, control y evaluación de las agencias. También habría que concentrarse en diseñar buenos mecanismos de coordi­­nación entre el principal y el agente (contratos programa o contratos de gestión definidos de manera ágil pero robusta).



					
Modificar la Ley de Contratos, a fin de permitir una gestión de los contratos de manera más eficaz y eficiente, con mayor flexibilidad, y establecer unos sistemas de control ex post que sean robustos y eficaces.



					Introducir la lógica de gestión de proyectos para la gestión de los distintos proyectos de los fondos europeos. (Jiménez Asensio, 2021).


			


			
La reforma administrativa para la gestión 
de los fondos europeos. ¿A la segunda 
va la vencida?


			La reforma de la Administración pública en España, tal y como se ha reiterado en este capítulo, es una de las grandes asignaturas pendientes en la dimensión institucional de la democracia española. Una reforma administrativa debería implicar un cambio conceptual para definir un nuevo modelo de gestión a nivel organizativo y un nuevo sistema de ordenación del empleo público. Han sido numerosas las iniciativas gubernamentales bajo el rótulo de reforma administrativa, pero ninguna ha ambicionado una auténtica reforma administrativa.


			Hace unos quince años, después de casi treinta de instituciones democráticas, algunos especialistas en la materia llegamos a la conclusión de que en este país no existía ni una cultura política ni una cultura institucional con capacidad para afrontar una reforma administrativa por la vía del autoconvencimiento y por una visión proactiva de renovar la Administración pública para adaptarla a los profundos cambios tecnológicos, económicos, sociales y políticos. Este impulso de renovación era sencillamente imposible por la abulia en esta materia de los líderes políticos y por las resistencias sindicales, corporativas y judiciales. Por tanto, la única esperanza para poder acometer una auténtica reforma administrativa en este país residía en que sucediera algo muy grave en el entorno que obligara a impulsar esta necesaria reforma. No hubo que esperar mucho tiempo a que sucediera algo tremendo, ya que se nos vino encima la profunda crisis económica de 2008. Durante los primeros años de aquella terrible crisis todos los especialistas en Administración pública estábamos convencidos de que la reforma de la Administración pública era sencillamente ineludible. Y todos fallamos en nuestras predicciones, ya que la única iniciativa que alumbró la crisis fue la denominada Comisión de Reforma de la Administración (CORA), impulsada por la AGE en 2012, que representó el máximo nivel de impostura en materia de reforma administrativa: ningún cambio sustantivo en el sistema organizativo ni en el modelo de empleo público sino una simple, burda y limitada poda de algunos organismos en la AGE y un brindis al sol sobre algunos cambios que deberían acometer las administraciones subestatales. La CORA fue un gran engaño y una estrategia típicamente latina para burlar las intensas presiones de la Unión Europea y de sus socios mayores. La larga crisis económica y social de 2008 tuvo un impacto cero en la arquitectura institucional y organizativa de nuestras administraciones públicas. Fue, por tanto, una oportunidad perdida y la constatación de que, aunque nos ahoguemos económica y socialmente, la Administración es impermeable e insensible al cambio y a la renovación que el transcurso del tiempo aconseja.


			Con esta dinámica inmovilista llegamos al fatídico año 2020 con la pandemia de COVID-19 que todo lo ha trastocado. Las administraciones públicas fueron capaces de migrar, durante el periodo de confinamiento, con relativa facilidad de la gestión presencial a la gestión virtual gracias a estar bastante bien digitalizadas. Pero después del confinamiento y de unas vacaciones estivales que fueron increíblemente rutinarias (como si nada antes hubiera sucedido y la segunda ola de la pandemia fuera algo muy lejano) se mostraron los déficits de nuestra Administración con toda su crudeza. Los expedientes de regulación temporal de empleo estaban atascados y un buen número de trabajadores sufrieron demoras en los pagos, colas de ciudadanos desesperados ante un buen número de oficinas públicas, insolvencia para gestionar los fondos europeos, incapacidad para confeccionar equipos de rastreadores a tiempo para controlar los rebrotes víricos, etc.


			La respuesta a esta situación ha sido la publicación en el BOE el último día de 2020 del Real Decreto-Ley 36/2020 de medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. El catalizador de estas medidas urgentes de reforma ha sido la necesidad de aprovechar los fondos europeos Next Generation aprobados por la Unión Europea para contribuir a la recuperación económica y social de los países europeos más afectados por la crisis del coronavirus. Canalizar, del 2021 al 2023, 72.000 de los 140.000 millones en transferencias y préstamos para los próximos seis años, puestos sobre la mesa por Bruselas, resulta una misión complicada y hace falta adaptar la estructura organizativa de algunos ministerios y la cadena burocrática de la Administración. Los antecedentes son deplorables, ya que la Administración española adolece, desde hace años, de una merma en su sistema organizativo y en su modelo de gestión de recursos humanos que ha supuesto que apenas haya gastado un 34% del dinero europeo que se le ha asignado en el periodo 2014-2020. De los 56.241 millones de euros que puso a su disposición la Comisión Europea para el periodo de 2014 a 2020 en fondos estructurales y de inversión, España solo ha ejecutado 19.374 millones de euros y, de hecho, es el país de la Unión Europea que menos porcentaje del presupuesto ha gastado.


			Por tanto, estamos ante una reforma totalmente reactiva y focalizada a atender un solo ítem u objetivo. De todos modos, dada la complejidad para poder hacer una buena digestión burocrática de estos fondos europeos, las medidas son amplias, variadas y transversales. Hay una multiplicidad de novedades en este decreto entre las que destacan, entre otras: la simplificación en las contrataciones y en la gestión de convenios y subvenciones, en lograr una organización menos fragmentada y más multidisciplinar (para ello se crean nuevos órganos de coordinación y unidades administrativas haciendo cierto el oxímoron que “para desburocratizar hay que generar más burocracia”), la reactivación del fallido modelo de las agencias estatales ejecutivas con un mayor grado de autonomía y de profesionalización, presupuestos más allá de la cotilla de las anualidades, una web tipo ventanilla única para las iniciativas de recuperación (una magra utilización de las múltiples potencialidades asociadas a administración digital) y la reactivación de las colaboraciones público-privadas de la mano de los Proyectos Estratégicos para la Recuperación y Transformación Económica (PERTE).


			De nuevo, una crisis ha generado la necesidad de modernizar la Administración pública, pero ¿podemos considerar esta iniciativa como una auténtica estrategia de modernización o de reforma? La respuesta es que, de momento, no. Pero la novedad es que esta primera iniciativa podría ser el abrelatas para lograr una auténtica reforma administrativa, una reforma verdadera que debería trabajarse sin demora durante los próximos dos años e incorporar en la agenda cambios en el modelo organizativo y en el sistema de gestión del empleo público.


			
Algo está a punto de suceder 
en la Administración


			Cada día interacciono con un variado elenco de personajes interesantes que cuentan cosas intelectualmente fascinantes: profesionales de variadas especialidades y profesores de distintas disciplinas. Con la clase política tengo escasos contactos, pero es inevitable que algunos de ellos se introduzcan por sorpresa en mis reuniones, aulas y correspondencia digital. Nadie me lo ha dicho de manera explícita, pero detecto un aroma a cambio en la actitud política ante los problemas de la Administración. No puedo dejar de tener la intuición (que es la magia de los profesionales) que algo está a punto de suceder. Por primera vez en unos treinta años de carrera profesional noto en el ambiente aires de cambio en materia de gestión pública. Hay un extraño ambiente de calma que es el preludio de una tormenta. De la tormenta eternamente esperada: la reforma de la Administración pública.


			Por primera vez detecto interés político en poner el cascabel al gato al leviatán público. Es un interés tímido y sosegado y, precisamente por ello, me parece que serio y profundo. Durante muchos años he recibido periódicas llamadas de responsables políticos para definir estrategias para modernizar la gestión pública. Siempre los he atendido con respeto, aunque con un inevitable escepticismo. Lo más curioso es que después de tantas décadas de letargo institucional y político siempre había mucha prisa en colmar estos requerimientos para abordar una reforma parcial o general de una determinada Administración pública. Nos poníamos, los profesionales interpelados, inmediatamente manos a la obra: arrancada de caballo y parada de burro. Estas iniciativas, o bien eran ingenuas (los promotores políticos no tenían la suficiente capacidad de liderazgo e influencia para superar las inevitables resistencias), o bien eran cínicas, promovidas por descarados impostores (removerlo todo en teoría pero no cambiar nada en la práctica). Con el tiempo he llegado a detectar con una cierta facilidad si el político que interactuaba conmigo y que deseaba pilotar una reforma era ingenuo o cínico. A pesar de tener este diagnóstico previo tan desalentador, siempre he decidido participar en el juego que me proponían. “Nunca se sabe”, me decía a mí mismo, “si uno no compra nunca un número de la lotería es imposible que se lleve el premio”. Y de tanto apostar en este incierto juego tengo que reconocer que alguna vez me ha tocado alguna pedrea y algo se ha logrado mejorar, pero jamás he logrado agenciarme un premio importante.


			Desde la COVID-19 todo es diferente. Ya no se acercan ni detecto a políticos que vayan en plan machote o con el lirio en la mano de cabeza a una reforma administrativa, siempre acompañados de un ambiente festivo y dispuestos a lanzar tracas a diestro y siniestro con pólvora mojada. Ahora los políticos se acercan con inquietudes y preguntas más indirectas, con un talante muy serio, con reflexiones más pausadas y profundas. Con muchas más preguntas que respuestas. Parece que una parte importante de nuestros dirigentes políticos institucionales se están macerando como paso previo a decidir impulsar un auténtico portafolio de reformas administrativas.
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